INFORME DE PONENCIA SEGUNDO DEBATE PROYECTO DE LEY 175 DE 2011 CÁMARA, 83 DE 2011 SENADO 

por medio de la cual se establece la letra legible en contratos y se dictan otras disposiciones. 

Doctor

HERNANDO JOSÉ PADAUI ÁLVAREZ

Presidente Comisión Tercera honorable Cámara de Representantes

Bogotá, D.C.

Ref.: Informe de ponencia para segundo debate al Proyecto de ley número 175 de 2011 Cámara, 83 de 2011 Senado, por medio de la cual se establece la letra legible en contratos y se dictan otras disposiciones.

Respetado doctor Padaui:

En cumplimiento del encargo impartido, nos permitimos remitir a su Despacho, con el fin de que se ponga a consideración para discusión, el informe de ponencia para segundo debate al Proyecto de ley número 175 de 2011 Cámara, 83 de 2011 Senado, por medio de la cual se establece la letra legible en contratos y se dictan otras disposiciones.

1°. Competencia

La Comisión Tercera es competente para conocer del Proyecto de ley número 83 de 2012 Senado, 175 de 2011 Cámara, según lo estipulado en el artículo 2° de la Ley 3ª de 1992, que en desarrollo del mandato constitucional le entregó a esta el estudio de los temas referidos a: ¿Hacienda y Crédito Público; impuesto y contribuciones; exenciones tributarias; régimen monetario; leyes sobre el Banco de la República; sistema de banca central; leyes sobre monopolios; autorización de empréstitos; mercado de valores; regulación económica; Planeación Nacional; régimen de cambios, actividad financiera, bursátil, aseguradora y de captación de ahorro¿.

Artículo 150 Constitucional. Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las siguientes funciones:

(¿)

21. Expedir las leyes de intervención económica, previstas en el artículo 334, las cuales deberán precisar sus fines y alcances y los límites a la libertad económica.

2°. Marco jurídico

El presente proyecto tiene fundamento en el artículo 2° de la Constitución Política de Colombia, en artículo 1518 del Código Civil, artículo 824 Código de Comercio, artículo 6° la Ley 1328 de 2009, por la cual se dictan normas en materia financiera, de seguros, del mercado de valores y otras disposiciones, que establece las prácticas que deben ser tenidas en cuenta como mecanismos para la protección de los derechos del consumidor financiero, en los artículos 2° y artículo 3° numeral 3 de la Ley 1480 de 2011 Estatuto del Consumidor, Circular 039 de 2011Superintendencia Financiera de Colombia. Instrucción Administrativa número 26 de 2009, Superintendencia de Notariado y Registro de Colombia.

3°. Alcance de la iniciativa
La normativa en proceso de aprobación busca introducir a nivel nacional la obligación de utilizar letra legible y uniforme dentro de todos los contratos que celebren los particulares, que hagan entendible para las partes, tanto las obligaciones, como los derechos que hayan sido objeto del negocio jurídico.

Dentro del avance de la actividad negocial se concreta en la voluntad de las partes, la cual se establece mediante las cláusulas c ontractuales, plasmadas de manera literal y si bien estas son de origen privado y constituyen ley para las partes.

El principio de la autonomía privada, en lo referente a las obligaciones y contratos, se caracteriza en el otorgamiento de una serie de libertades, entre ellas la libertad contractual de escoger con quien se contrata, la libertad de concluir o no el contrato, la libertad de determinar su contenido, dentro del cual se establece la libertad de celebrar un contrato específico, o de modificarlo o de establecer las cláusulas del acto
[1][1].

El principio de autonomía de la voluntad en esta época, no es absoluto, ya que está sometido al ámbito del orden público, de las buenas costumbres y la primacía del interés general sobre el interés particular.

La revolución industrial surgida en el siglo XIX, generó la producción en serie de bienes y servicios que desencadenó la agilidad en los negocios y la fluidez de escenarios para permitir la comercialización de los mismos, entonces surge el contrato de adhesión, ¿este tipo de contrato marcaría un notable crecimiento de la actividad negocial al ser usado de manera masiva en todas las relaciones contractuales con los potenciales clientes; sin embargo el contrato de adhesión da lugar a una parte fuerte (empresa), la cual impone las condiciones generales del contrato a otra débil, situación que genera abusos al colocar de manifiesto un poder exorbitante ejercido por la empresa al abusar de su poder normativo. Dicha situación crea un evidente desequilibrio contractual de carácter normativo, es decir, de los derechos y obligaciones de las partes en detrimento de la parte débil. Ante esta situación y con la finalidad de garantizar y restablecer un contrato de contenido armonioso, la ley reacciona con fundamento en valores de justicia social mediante iniciativas intervencionistas, a fin de limitar el poder de la parte fuerte, limitándole su autonomía con el objeto de restablecer el equilibrio perdido y hacer que el contrato recobre su fin social en la distribución de la riqueza, con la finalidad de tutelar los intereses de los consumidores¿¿
[2][2].

¿Bajo una renovación del derecho de los contratos, su teoría general busca establecer un equilibrio entre un exceso de dirigismo contractual y un laissez salvaje, para ello se enriquece y renovaría la teoría de los contratos, mediante la consagración de nuevos principios que empiezan a nacer con el reconocimiento de disposiciones especiales, principios nuevos pasarían a complementar aquellos antiguos. Este hecho permite mantener el principio de la libertad contractual junto al principio de igualdad contractual con el objetivo de eliminar un desequilibrio excesivo. Es así como se pone en acción el principio del equilibrio contractual considerado por algunos como un principio de proporcionalidad, en donde se exigen obligaciones como la de información, el comportarse de manera leal y el hecho de otorgar un consentimiento claro y expreso¿
[3][3].

No se trata de que este proyecto de ley pretenda limitar la libertad contractual y las consecuencias de las cláusulas fijadas por las partes contratantes, sino que las mismas tengan el derecho de información y claridad, que las lleve precisamente a que cuando suscriban un documento, expresen en él su consentimiento claro y expreso, reflejado en la claridad de los signos alfabéticos utilizados en escritos que generen derechos y obligaciones.

Deber precontractual y contractual de información sobre las condiciones generales de contratación, constituyen un elemento fundamental que recae, precisamente sobre el consentimiento de las partes, especialmente de los consumidores y, por qué no decirlo, de todas las partes que concurren a suscribir obligaciones y derechos.

El deber de estar clara y plenamente informado del contenido de las cláusulas que regulan las condiciones de los contratantes y son ley para las partes, ha cobrado trascendental importancia el día de hoy no sólo por la forma como la información general e impersonalizada es transmitida, con la ayuda de las nuevas tecnologías de la información (software, bases de datos, comunicación satelital, televisión abierta o cerrada, la red de redes), sino también por la incidencia que ella tiene en la expresión del consentimiento para el perfeccionamiento de múltiples negocios jurídicos de contenido discutido o unilatera lmente predispuesto. La hipótesis que se va a plantear en esta primera parte del trabajo es la de si los remedios tradicionales que se tienen frente al deber de información, esto es, la teoría de los vicios redhibitorios y la institución de los vicios del consentimiento son instrumentos suficientes de control o solución cuando se viola el mencionado deber, o si, por el contrario, surge la necesidad de crear, adaptar o expandir nuevas figuras con el fin de proteger a la parte que ha visto afectado su consentimiento por las falencias o carencias de la información que se le ha suministrado previamente a la formación del contrato
[4][4].

La letra legible que pretende regular este proyecto de ley garantiza el derecho a ser informado y enterado suficientemente, para asumir derechos y responsabilidades.

El interés de las partes que celebran cualquier clase de contratos, bien sea de derecho civil o mercantil, no solo se contrae al negocio jurídico, sino que este debe ser suficientemente claro para las partes; en esa claridad se garantiza con la transparencia del clausulado, a la cual se llega, con una buena redacción y plasmada en signos legibles, esto es, que su lectura no se le dificulte a ninguna de las partes.

Ahora bien, el deber de informar e informarse previo a la celebración del contrato puede ser entendido como expresión del principio de la buena fe precontractual que deben observar las partes en sus tratos preliminares o, mejor, antes de que la relación contractual contemplada haya llegado a desplegar eficacia: ¿ [L]a buena fe que debe actuar durante los tratos preliminares, es decir, en la fase de formación del contrato, en cuanto que con la iniciación de este se establece entre una y otra parte -aunque no hayan llegado todavía a ser deudor y acreedor-, un particular contacto social, una relación de hecho basada en la recíproca confianza. En tal relación de hecho entran en juego las reglas de corrección y entra en vigor, no sólo el deber de lealtad en el negociar, sino también, obligaciones específicas que pueden ser de información, o de aclaración, en razón a la posibilidad de que la esfera de intereses de la otra parte resulte perjudicada como consecuencia de la omisión de las informaciones y aclaraciones debidas
[5][5].

Y continúa su estudio la Academia precisando que ¿La intensidad y calibre de la información como deber precontractual dependerá de la clase de negocio o contrato. Mejor, la satisfacción de dicho deber dependerá de si el acto de disposición de intereses ha sido negociado o de si se trata de contratos con cláusulas predispuestas o de negocios que disciplinan relaciones de consumo. Lo cierto es que habrá contratos en donde informar de manera clara, exacta y suficiente es un deber esencial del deudor de la obligación y habrá contratos en donde si bien no es un deber primario, la obligación resulta ser específica o derivada del deber general de comportarse de buena fe en la etapa de formación del contrato, es decir, que las partes contratantes se deben comportar según la buena fe y procurar que no queden fallidas las recíprocas expectativas. La buena fe es, esencialmente, una actitud de cooperación que vincula al deudor a poner lo mejor de sí, las mejores energías al servicio de los intereses ajenos. Se le debe a Emilio Betti la particular insistencia en conceptualizar la buena fe como ¿empeño de cooperación¿, ¿espíritu de lealtad¿, ¿actividad de cooperación¿; ¿respeto recíproco entre los contrayentes¿
[6][6].

El deber contractual de información se deriva del principio de la buena fe y de la lealtad comercial y que en los tratos preliminares existe un particular contacto social, o mejor, una relación de hecho basada en la recíproca confianza.

Se podría afirmar sin lugar a equívocos que la letra menuda con la que se suele plasmar el clausulado, se torna ilegible y, por ende, no idónea.

En punto de contrato del consumidor y por el cacareo recurrente a esa figura negocial, es menester señalar que hoy se hace la distinción entre contratos entre iguales y contratos con asimetría de poder contractual debido a la existencia de tipos contractuales que no están necesariamente vinculados o ligados a una precisa cualidad socioeconómica de las partes; es decir, que no siempre se está en presencia de contratos entre consumidores y profesionales y, por ello, resulta más pertinente recurrir al nuevo paradigma contractual conocido con el nombre de ¿contrato con asimetría de poder contractual entre las partes¿
[7][7].

El deber precontractual de información, en medio de un tráfico jurídico de relaciones masivas, anónimas, estandarizadas y de un alto grado de especialidad de los productos y los servicios que se ofrecen, se impone como una obligación primaria y especial en todos aquellos contratos en donde existe asimetría de poder contractual: ventas a distancia, time share, fiducia, seguros, suscripción de acciones, contratos financieros, contratos de prestación de servicios médicos, enajenación o licencia de bienes inmateriales y, en fin, contratos con condiciones generales. También, para nadie es un secreto que existen grandes asimetrías en la información de intangibles
[8][8].

La información incide en la formación del contrato, en su contenido y en su interpretación. Empero, lo que queremos destacar es que ese deber de información ha terminado afectando criterios tradicionales de la teoría general del contrato.

La finalidad de la información no es otra, se insiste, que la de conseguir un consentimiento más libre, claro y reflexivo.

El presente proyecto de ley, tiene antecedentes en la Circular SG número 00575/2009 de la Superintendencia del Paraguay que dice: los siguiente los contratos de tarjeta de crédito y contratos únicos de servicios bancarios, así como cualquier otro documento que conlleve derechos y obligaciones para clientes e intermediarios financieros deberán ser redactados con caracteres legibles, en tamaño no menor a 2,5 mm.

Otros antecedentes de derecho comparado son los citados en la exposición de motivos y en las ponencias del Senado.
4°. Contenido de la iniciativa
La iniciativa contiene seis artículos que se trascriben a continuación y que parten desde el ámbito de su aplicación, precisando que su impacto, o ámbito de aplicación, es de carácter general, esto es, erga omnes.

En su artículo 2° se precisa de manera clara el objeto de este proyecto, cual es el de brindar protección especial a usuarios, clientes, empleados, consumidores, ahorradores, tarjetahabientes, y todos aquellos que en una relación contractual se constituyan como parte débil.

El artículo 3° se refiere a la formalidad de los contratos frente al tamaño de la letra, caracteres, contraste y demás especificaciones técnicas. Este artículo será objeto de formulación de pliego de modificaciones, con el fin de retirar del mismo a la Imprenta Nacional, que según criterio de los suscritos ponentes, este artículo no se debe establecer como una norma en blanco, en primer lugar y, en segundo lugar, por considerar que la Imprenta Nacional como empresa Industrial y Comercial del Estado, carece de competencia para reglamentar la ley o para producir actos con repercusiones erga omnes.

El artículo 4° de la iniciativa, contiene la consecuencia para aquellos contratantes que incumplan los preceptos de este proyecto, castigando con inexistencia la cláusula que incumpla los parámetros dados en esta ley, salvo que la misma sea favorable a la parte débil, que para el caso será el consumidor o quien suscriba un contrato de adhesión que no haya sido elaborado por este.

Precisamente consideran estos ponentes que se debe dejar un parágrafo dentro del pliego de modificaciones que aclare lo referente a la parte débil.

El artículo 5° prohíbe las remisiones a otros documentos, garantizando que todo el compromiso, incluidos sus anexos queden claramente establecidos en el contrato.

Finalmente el artículo 6° se refiere a la vigencia de esta ley, como técnica legislativa necesaria para efectos de su aplicación.

A continuación se trascribe el articulado del proyecto llegado del honorable Senado de la República:

Artículo 1°. Ámbito de aplicación. La presente ley se aplica a toda clase de contrato que se formalice por escrito.
Artículo 2°. Objeto. Proteger a usuarios, clientes, empleados, consumidores, ahorradores, tarjetahabientes, y todos aquellos que en una relación contractual se constituyan como parte débil.
Artículo 3°. Formalidad de los contratos. El tamaño de la letra, caracteres, contraste y demás especificaciones técnicas para los contratos de que trata la presente ley, deben corresponder a las formalidades mínimas determinadas por la Imprenta Nacional. El tamaño de la letra no podrá ser inferior a 1.5 milímetros.

Artículo 4°. Causal de inexistencia de cláusulas. Es inexistente de pleno derecho la cláusula que sea contraria a lo dispuesto en la presente ley, salvo que sea más favorable para la parte débil.

Artículo 5°. Prohibición de remisión. Los contratos a que se refiere la presente ley no pueden contener remisiones o llamadas en asteriscos a otros textos o reglamentos no incluidos literalmente en el contrato.
Artículo 6°. Sanciones. Las personas jurídicas o naturales que violen lo ordenado en la presente ley se someterán a multas que deberán ser reglamentadas por la Superintendencia del ramo, y que tendrán que ser determinadas en salarios mínimos mensuales.

Artículo 7°. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y dero ga todas las disposiciones que le sean contrarias¿.

5°. Pliego de modificaciones

Teniendo en cuenta la discusión sostenida en la Comisión Tercera de la Cámara de Representantes no permitimos presentar los siguientes cambios:

El título no sufre variación y queda así:

por medio de la cual se establece la letra legible en contratos de adhesión de servicios financieros y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:¿

El contraste del articulado inicial frente al propuesto dentro del pliego de modificaciones sería el siguiente:
	PROYECTO INICIAL
	PLIEGO DE MODIFICACIONES

	Artículo 1°. Ámbito de aplicación. La presente ley se aplica a toda clase de contrato que se formalice por escrito.
	Artículo 1°. Ámbito de aplicación. La presente ley se aplica a toda clase de contratos de adhesión de servicios financieros que se formalice por escrito.

	Artículo 2°. Objeto. Proteger a usuarios, clientes, empleados, consumidores, ahorradores, tarjetahabientes, y todos aquellos que en una relación contractual se constituyan como parte débil.
	Artículo 2°. Objeto. Proteger a usuarios, clientes, consumidores, ahorradores, tarjetahabientes, y todos aquellos que en una relación contractual financiera de adhesión se constituyan como parte débil.

	Artículo 3°. Formalidad de los contratos. El tamaño de la letra, caracteres, contraste y demás especificaciones técnicas para los contratos de que trata la presente ley deben corresponder a las formalidades mínimas determinadas por la Imprenta Nacional. El tamaño de la letra no podrá ser inferior a 1.5 milímetros
	Artículo 3°. Formalidad de los contratos. El tamaño de la letra y demás especificaciones para los contratos de que trata la presente ley, serán las siguientes:

Tamaño de la letra: no inferior a 3.0 milímetros.



	Artículo 4°. Causal de inexistencia de cláusulas. Es inexistente de pleno derecho la cláusula que sea contraria a lo dispuesto en la presente ley, salvo que sea más favorable para la parte débil.
	

	Artículo 5°. Prohibición de remisión. Los contratos a que se refiere la presente ley no pueden contener remisiones o llamadas en asteriscos a otros textos o reglamentos no incluidos literalmente en el contrato.
	Artículo 4 °. Prohibición de remisión. Los contratos a que se refiere la

presente ley no pueden contener remisiones o llamadas en asteriscos a otros textos o reglamentos no incluidos literalmente en el contrato.

	Artículo 6°. Sanciones. Las personas jurídicas o naturales que violen lo ordenado en la presente ley se someterán a las multas que deberán ser reglamentadas por la Superintendencia del ramo, y que tendrán que ser determinadas en salarios mínimos mensuales.
	

	Artículo 7°. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias¿.
	Artículo 5°. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias¿.


6°. Proposición

Por las anteriores consideraciones proponemos dese segundo debate al Proyecto de ley número 83 de 2012 Senado, 175 de 2011 Cámara, con el pliego de modificaciones que se anexa.

Orlando Clavijo, Coordinador Ponente;
José Joaquín Camelo Ramos, Simón Gaviria, Ponentes.

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 175 DE 2011 CÁMARA, 83 DE 2011 SENADO

por medio de la cual se establece la letra legible en contratos y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

El contraste del articulado inicial frente al propuesto dentro del pliego de modificaciones sería el siguiente:

por medio de la cual se establece la letra legible en contratos de adhesión de servicios financieros y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Ámbito de aplicación. La presente ley se aplica a toda clase de contratos de adhesión de servicios financieros que se formalice por escrito.

Artículo 2°. Objeto. Proteger a usuarios, clientes, consumidores, ahorradores, tarjetahabientes, y todos aquellos que en una relación contractual financiera de adhesión se constituyan como parte débil.

Artículo 3°. Formalidad de los contratos. El tamaño de la letra y demás especificaciones para los contratos de que trata la presente ley, serán las siguientes:

Tamaño de la letra: No inferior a 3.0 milímetros.

Artículo 4°. Prohibición de remisión. Los contratos a que se refiere la presente ley no pueden contener remisiones o llamadas en asteriscos a otros textos o reglamentos no incluidos literalmente en el contrato.

Artículo 5°. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Orlando Clavijo, Coordinador Ponente;

José Joaquín Camelo Ramos,

Simón Gaviria, Ponentes.

CÁMARA DE REPRESENTANTES COMISIÓN TERCERA CONSTITUCIONAL PERMANENTE

ASUNTOS ECONÓMICOS

Septiembre 5 de 2012, en la fecha se recibió en esta Secretaría la ponencia para segundo debate del Proyecto de ley número 175 de 2011 Cámara, 83 de 2011 Senado, por medio de la cual se establece la letra legible en contratos y se dictan otras disposiciones, y se remite a la Secretaría General de la Corporación para su respectiva publicación en la Gaceta del Congreso, tal y como lo ordena el artículo 156 de la Ley 5ª de 1992.

La Secretaria General,

Elizabeth Martínez Barrera.

Bogotá, D. C., septiembre 5 de 2012

De conformidad con el artículo 165 de la Ley 5ª de 1992. ¿Reglamento del Congreso autorizamos el presente informe.

El Presidente,

Hernando José Padaui Álvarez.

La Secretaria General,

Elizabeth Martínez Berrer a.

TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE POR LA COMISIÓN TERCERA CONSTITUCIONAL PERMANENTE DE LA HONORABLE CÁMARA DE REPRESENTANTES, EN SESIÓN DEL DÍA MARTES 29 DE MAYO DE 2012 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 175 DE 2011 CÁMARA, 83 DE 2011 SENADO

por medio de la cual se establece la letra legible en contratos de adhesión de servicios financieros y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Ámbito de aplicación. La presente ley se aplica a toda clase de contratos de adhesión de servicios financieros que se formalice por escrito.

Artículo 2°. Objeto. Proteger a usuarios, clientes, consumidores, ahorradores, tarjetahabientes, y todos aquellos que en una relación contractual financiera de adhesión se constituyan como parte débil.

Artículo 3°. Formalidad de los contratos. El tamaño de la letra y demás especificaciones para los contratos de que trata la presente ley, serán las siguientes:
Tamaño de la letra: No inferior a 3.0 milímetros.

Artículo 4°. Prohibición de remisión. Los contratos a que se refiere la presente ley no pueden contener remisiones o llamadas en asteriscos a otros textos o reglamentos no incluidos literalmente en el contrato.

Artículo 5°. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias¿.

CÁMARA DE REPRESENTANTES

COMISIÓN TERCERA CONSTITUCIONAL PERMANENTE

ASUNTOS ECONÓMICOS

Mayo 29 de 2012, en sesión de la fecha fue aprobado en primer debate y en los términos anteriores, el Proyecto de ley número 175 de 2011 Cámara, 83 de 2011 Senado, por medio de la cual se establece la letra legible en contratos de adhesión de servicios financieros y se dictan otras disposiciones.

Previo anuncio de su votación en sesión ordinaria realizada el día 23 de mayo de 2012, en cumplimiento del artículo 8° del Acto Legislativo 01 de 2003.

Lo anterior con el fin de que el citado proyecto siga su curso legal en segundo debate de la plenaria de la Cámara de Representantes.

El Presidente,

Laureano Augusto Acuña Díaz.

La Secretaria General,

Elizabeth Martínez Barrera.
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